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02-10-2012 
Cámara de Diputados. 
INICIATIVA con proyecto de decreto que reforma el artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. 

Presentada por el Diputado Ricardo Monreal Ávila (PMC). 

Se turnó a la Comisión de Derechos Humanos. 
Diario de los Debates, 2 de octubre de 2012. 

 
 
 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA EL ARTÍCULO 6O. DE LA LEY DE LA 
COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 
 
El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra: Tiene el uso de la palabra, hasta por cinco 

minutos, don Ricardo Monreal, del Movimiento Ciudadano, para presentar iniciativa con proyecto de decreto 
que reforma el artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

El diputado Ricardo Monreal Ávila: Ciudadano presidente, ciudadanos legisladores, he venido a presentar 

una iniciativa con proyecto de decreto que modifica y adiciona algunas disposiciones a la Ley de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, referidas al sistema penitenciario mexicano. 

Como sabemos, este sistema ha fracasado una y otra vez. Ahora están las prisiones, centros de rehabilitación 
en situaciones prácticamente de ingobernabilidad; por esa razón, planteamos cómo mejorar el sistema y cómo 
la Comisión Nacional de los Derechos Humanos puede intervenir para evitar lo que está sucediendo en el 
país. El buen juez por su casa empieza. 

En diferentes sectores se ha mostrado un interés inusitado por la situación por la que pasan actualmente 
estos centros de rehabilitación; cerca de mil reos se han fugado en estos últimos años; hay una 
sobrepoblación en las prisiones o en los centros de rehabilitación social, y hay una verdadera podredumbre 
provocada por la corrupción de este tipo de centros de rehabilitación. 

Sin embargo, aparte de que estoy presentando eso, debo de advertir, vinculado al sistema penitenciario, que 
me preocupa que luego de aprobarse la contrarreforma laboral, se ha desatado una campaña de linchamiento 
contra diputados del Congreso, que haciendo uso de recursos políticos valiosos, válidos, ahora se recurre a la 
distorsión y al exceso en medios de comunicación y en redes, impulsadas por el poder público, generando un 
clima inconveniente, porque está dando paso a una campaña de odio, a una campaña infame, a una campaña 
vil contra los compañeros diputados y diputadas de este Congreso. 

Lo que evidencia esta estrategia es una cortina de humo frente a la grave decisión de los diputados del PRIAN 
y sus adláteres, al aprobar la contrarreforma laboral que condena a los trabajadores a una mayor pobreza, 
mayor marginación y mayor injusticia. 

En el contexto de esta propuesta para mejorar el sistema penitenciario, ahora resulta que quienes han 
asaltado al poder, quienes saquearon a Pemex y financiaron campañas del PRI, aquí están sentados; quienes 
traficaron con los casineros y con el crimen organizado aquí están sentados, quienes se beneficiaron con las 
carteras vencidas y el tráfico de influencias aquí están sentados, y quienes representan lo peor del caciquismo 
aquí están sentados, gritan, y nadie los toca, como personas honorables y decentes. Pero que los luchadores 
sociales no osen tomar la tribuna, porque el sistema y el poder los despedazan, los estigmatiza, los destruye, 
y me parece que esto no lo podemos admitir ni lo podemos permitir. 

Por eso, aprovechando la propuesta del sistema penitenciario —porque debieran estar muchos ahí—, planteo 
al presidente de la Cámara —le planteo al presidente de la Cámara— y a los grupos de coordinación política, 
sus coordinadores, que frenen esta campaña de linchamiento. No es posible admitir esta campaña de 
linchamiento que está ocurriendo contra diputados. 

Si hay una situación pendiente o un delito que cometieron, que procedan a la declaración de procedencia, 
pero no se vale que so pretexto de haber luchado dignamente contra la reforma que daña a millones de 
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trabajadores ahora intenten lincharlos; por eso hago un llamado respetuoso al presidente de la Cámara y a los 
coordinadores, frenen esta campaña de linchamiento, porque de lo contrario, no serán 50 los que se suban a 
la tribuna, seremos más. 

Estamos a tiempo de bajarle. No conviene. Nosotros discutimos, deliberamos, podrá no gustarles a algunos, y 
no generalizo a todos los del PRI, no lo generalizo. A los que chiflan sí, esos no tienen remedio. 

Pero, presidente, haga uso de sus buenos oficios para frenar esta campaña vil, esta campaña infame, esta 
campaña de odio contra compañeros nuestros. Lo mismo haría por cualquiera que estuviera en esa condición. 
Muchas gracias. 

«Iniciativa que reforma el artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, a cargo 
del diputado Ricardo Monreal Ávila, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano 

Ricardo Monreal Ávila, integrante de la LXII Legislatura del Congreso de la Unión, con fudamento en los 
artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 6, fracción I, del 
Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta asamblea, iniciativa con proyecto de 
decreto que modifica y adiciona la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, al tenor de la 
siguiente 

Exposición de Motivos 

El buen juez por su casa empieza, en diferentes sectores se ha mostrado un interés inusitado por el caso de 
un preso que falleció en Cuba después de una larga huelga de hambre. Pero cuál es la situación en México. 

El sistema penitenciario mexicano ha fracasado una y otra vez, planes y programas de diferentes gobiernos 
federales y locales se han visto frustrados por la corrupción, la improvisación y la falta de continuidad; no 
readapta, no capacita para el trabajo, no educa, no dignifica a la persona, no logra la reparación de daños 
causados a las víctimas, ni a la sociedad,  por lo que representa un gran costo social, ya que los penales se 
convierten en universidades del crimen y son generadores de una violencia incontenible. 

La sobrepoblación en las cárceles aniquila las posibilidades de rehabilitación para quienes se encuentran en 
ellas, el exceso de población penitenciaria en México supera 56 mil espacios, 28 cárceles concentran 50 por 
ciento de los reos, y cuatro de las cinco prisiones de máxima seguridad están a su máxima capacidad. El 
Estado mexicano alberga alrededor de 220 mil presos en sus 451 reclusorios y gasta un promedio de 29 
millones de pesos diarios para su manutención. 

La mayor parte de los reclusorios presentan graves problemas estructurales, al no reunir las condiciones 
establecidas en el artículo 18 constitucional, respecto a las cuales se debe organizar el sistema penitenciario 
nacional y que son el trabajo, la capacitación laboral y la educación. 

El informe de Resultados de la Política Mexicana contra la Delincuencia Organizada, elaborado por el 
gabinete de seguridad federal da cuenta que del inicio del gobierno de Fox al 30 de abril de 2003 habían sido 
detenidos 35 mil 678 integrantes del crimen organizado, en tanto que del 1 de diciembre de 2006 al 30 de abril 
de 2009 el número de los sujetos capturados ascendió a 66 mil 621 presuntos delincuentes. 

Menciona que en el periodo de 3 años cuatro meses fueron detenidos 35 mil 678 integrantes del crimen 
organizado durante el sexenio de Fox y 66 mil 621 durante el de Calderón. Esto hace más de 100 mil 
detenidos. Si tomamos los dos sexenios completos y agregamos detenidos por otros delitos, tendríamos más 
de 400 mil detenidos. ¿En que condiciones pueden recluirse si las cárceles mexicanas tienen problemas 
crónicos de sobrepoblación desde hace muchos años? 

Las mediadas adoptadas por el Ejecutivo federal para combatir el crimen organizado resultaron 
contraproducentes, ya que los resultados esperados no fueron del todo favorable, debido a la sobre población 
en los centros penitenciarios. 
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Al cierre del sexenio de Felipe Calderón, a la tradicional y nunca bien combatida corrupción que priva en las 
cárceles se le suman las fugas, los motines y una avanzada descomposición de los funcionarios y los 
custodios encargados de mantener el orden en esos centros de reclusión, mientras las autoridades federales 
descartan que exista una crisis generalizada en la red carcelaria del país, ya que según ellos en los penales 
federales no ha ocurrido ninguna evasión, crimen o motín. 

El subsecretario del Sistema Penitenciario Federal, Patricio Patiño Arias, indicó hace unos días que, de 
diciembre de 2006 a agosto de 2012, se han fugado 937 reos de cárceles municipales y estatales, de los 
cuales 65 por ciento estaban acusados de delitos del fuero común, precisando que estados como Tamaulipas 
encabezan el número de evasión de internos con 397, le siguen Coahuila con 151, Quintana Roo con 94, 
Zacatecas con 64, Sinaloa con 48 y Nuevo León con 32, entre otros. 

Al desglosar las cifras, dadas a conocer por el diario Reforma, sobre asesinato al interior de los centros 
penitenciarios, se encuentra que en 2007, hubo 14 asesinados; en 2008, 66; en 2009, 51; en 2010, 78, y en 
2011, 39. 

De acuerdo con el Diagnóstico nacional de supervisión penitenciaria 2011, de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos, de 2010 a la fecha se tiene el registro de 14 fugas, con un saldo de 521 presos evadidos; 
75 riñas en las que murieron 352 internos y fueron heridos 45, y dos motines, que causaron dos decesos y 32 
lesionados. 

De acuerdo con el estudio, 60 por ciento de las cárceles en México son controladas por gente del crimen 
organizado; es decir, se ha instaurado un autogobierno de los reos, debido a la falta de custodios en los 
penales. Para dimensionar el problema, hay que considerar que la Organización de Naciones Unidas, 
recomienda que al menos exista un custodio por cada 10 internos; sin embargo, en el más reciente caso en 
Piedras Negras donde sólo hay un custodio por cada 70 reos. La misma situación se replica en otros centros 
penitenciarios del país. 

Dado que existe una correlación evidente entre crisis económica e índice de delincuencia, las políticas de 
prevención de los delitos deberían propiciar la creación de programas de atención a la pobreza; la creación de 
empleos; mejoras laborales; programas sociales y culturales que eviten la descomposición de la sociedad. 

La sociedad civil demanda poner un alto a la impunidad; que en la persecución de los delitos y el castigo a la 
delincuencia se preserven los derechos humanos de acuerdo a las normas establecidas en los pactos y 
convenios internacionales de derechos humanos. 

La función del Estado debe disuadir a los individuos de cometer delitos, bajo la amenaza de un castigo 
aparejado a una conducta indebida. Quien se encuentra privado de su libertad no podrá delinquir. 

La rehabilitación, contemplada en el artículo 18 de la Constitución, contempla que las personas encarceladas 
serán sometidas a un proceso de rehabilitación y readaptación que evitará la reincidencia y devolverá a la 
sociedad un individuo socialmente útil. 

Para que la sanción tenga un efecto disuasivo, y la prisión tenga un carácter rehabilitador, es necesario un 
sistema de justicia expedito y un sistema carcelario adecuado, lo que en México no sucede. Por lo que el 
aumento de penas y del número de presos no se refleja en la disminución de delitos. 

La Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos informa que en México no existe un diagnóstico 
desde 1995 de la situación en los centros penitenciarios del país. 

La Comisión Nacional de Derechos Humanos, CNDH, a través del Diagnóstico Nacional de Supervisión 
Penitenciaria señala que en la mayor parte de los reclusorios se continúan presentando graves problemas 
estructurales, al no reunir las condiciones establecidas en el artículo 18 constitucional, respecto a las cuales 
se debe organizar el sistema penitenciario nacional, y que son el trabajo, la capacitación laboral y la 
educación. 
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Estas deficiencias ocasionan violaciones sistemáticas a los derechos humanos de los internos y, en 
consecuencia, que no se cumpla con el propósito de las penas y medidas privativas de libertad, que es 
proteger a la sociedad contra el crimen, por no lograr la readaptación del sentenciado, incrementando las 
probabilidades de reincidencia al ser liberado, situación que propicia el incremento de los índices de 
delincuencia, afectando con ello el derecho humano a la seguridad pública de toda la población. 

Carecemos de un Código Federal Penitenciario y un Sistema Nacional Penitenciario. 

El gobierno federal cuenta con información de los Centros Federales de Prevención y Readaptación, pero no 
hay estadísticas confiables de lo que pasa en las cárceles estatales y municipales. 

Los Principios de las Naciones Unidas para la Protección de las personas sometidas a cualquier forma de 
detención o prisión y el Comité de Derechos Humanos sobre el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos han establecido que la obligación de tratar a los detenidos respetando su inherente dignidad es una 
regla básica de aplicación universal. 

Los Estados no pueden alegar falta de recursos materiales o dificultades financieras para justificar el trato 
inhumano y están obligados a proporcionar a todos los presos servicios que satisfagan sus necesidades 
básicas. De igual modo, estos principios establecen que los detenidos o presos tienen derecho a solicitar 
mejoras en el trato que reciben, o a quejarse de él. Las autoridades deben responder con celeridad y, si la 
solicitud o el reclamo son denegados, pueden ser presentados ante una autoridad judicial. 

Con base en lo dispuesto en el artículo 18 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 2 y 
3 de la ley que establece las normas mínimas sobre readaptación social de sentenciados; en los Principios, 
20, 21, 36, y 15 del Conjunto de Principios para la Protección de Todas las Personas Sometidas a Cualquier 
Forma de Detención o Prisión (1988); 1 y 5 de los Principios básicos para el tratamiento de los reclusos, de la 
ONU de 1990, y en las reglas 37, 45, 57, 58, 59, y 79 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de los 
Reclusos, adoptadas por el Primer Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
Tratamiento del Delincuente, celebrado en Ginebra en 1955. Queda claro que el respeto, protección, garantía 
y efectivo cumplimiento de los derechos humanos de todas las personas privadas de libertad no puede quedar 
al arbitrio o ser la exclusiva responsabilidad de las autoridades dependientes de la Secretaría de Seguridad 
Pública del Gobierno Federal. 

Por el contrario, la situación del sistema penitenciario a cargo de esta dependencia continuamente ha sido 
motivo de preocupación en los informes que presentan las distintas comisiones de derechos humanos. 
Recalcitrantemente, aparecen datos en sus informes, que señalan que las violaciones de los derechos 
humanos de las personas privadas de su libertad tienen el carácter de sistemáticas. 

En tales condiciones, se hace necesaria la participación activa de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos no solo por lo que ve al desarrollo de inspecciones y visitas o a la elaboración de informes o 
recomendaciones. Se requiere dotarle de mayores facultades para forzar un escenario de mayor respecto y 
protección de los derechos humanos de los internos que padecen nuestro sistema penitenciario. 

Recordemos que el cumplimiento de las penas privativas de libertad debe estar orientado a la reeducación y a 
la reinserción social de los penados (artículo 18). Este mandato exige considerar que las personas 
condenadas a penas privativas de libertad no son seres eliminados de la sociedad –como desde algunas 
orientaciones ideológicas se mantiene–, sino que son personas que deben continuar formando parte de ésta. 
En este mismo dispositivo constitucional de manera diáfana se hace mención a que este sistema de 
readaptación y reinserción social debe orientarse, diseñarse y conducirse sobre la base del respeto a los 
derechos humanos: 

Artículo 18. Sólo por delito que merezca pena privativa de libertad habrá lugar a prisión preventiva. El sitio de 
ésta será distinto del que se destinare para la extinción de las penas y estarán completamente separados. 

El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la 
capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del 
sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, ... 
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El respeto a los derechos humanos es la piedra angular de nuestro sistema penitenciario, y no podía ser de 
otro modo, pues esto es una condición sine qua non para procurar una verdadera política de readaptación o 
de reinserción social. Abandonar tan importantes tareas en manos de dependencias de corte represivo y que 
representan tan solo el brazo coercitivo del Estado, ha provocado el incumplimiento de esta orientación 
constitucional y ha generado situaciones de desarraigo que entorpecen la integración social y la recuperación 
personal en el ámbito relacional. De ahí que resulte a todas luces indispensable la intervención de la Comisión 
Nacional de Derechos Humanos en el desarrollo de políticas públicas sobre el sistema penitenciario. 

Por lo expuesto y sustentado, sometemos a la consideración del pleno de la Cámara de Senadores del 
Honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona y modifica la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos  

Artículo Único. Se modifica y adiciona la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, se 

adicionan las fracciones VIII y IX, y se reubica la fracción X, con la numeración subsecuente para quedar 
como sigue: 

Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a VII. ... 

VIII. Hacer un diagnostico nacional anual vinculatorio de la situación en los centros penitenciarios del 
país y llevar las estadísticas, sobre el número, las causas y efectos de los homicidios, así como de las 
riñas, motines, desordenes, abusos y quejas documentadas que sucedan en las prisiones Federales y 
locales.  

IX. Colaborar con la Subsecretaría de Sistema Penitenciario de la Secretaría de Seguridad Pública 
Federal, en la elaboración de políticas públicas en materia penitenciaria que garanticen la protección 
de los derechos humanos de los presos.  

X. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema penitenciario y de readaptación social del país; 

XI. Proponer a las diversas autoridades del país, que en el exclusivo ámbito de su competencia, promuevan 
los cambios y modificaciones de disposiciones legislativas y reglamentarias, así como de prácticas 
administrativas, que a juicio de la Comisión Nacional redunden en una mejor protección de los derechos 
humanos; 

XII. Promover el estudio, la enseñanza y divulgación de los derechos humanos en el ámbito nacional e 
internacional; 

XIII. Expedir su Reglamento Interno; 

XIV. Elaborar y ejecutar programas preventivos en materia de derechos humanos; 

XV. Formular programas y proponer acciones en coordinación con las dependencias competentes que 
impulsen el cumplimiento dentro del territorio nacional de los tratados, convenciones y acuerdos 
internacionales signados y ratificados por México en materia de derechos humanos; 

XVI. Proponer al Ejecutivo Federal, en los términos de la legislación aplicable, la suscripción de convenios o 
acuerdos internacionales en materia de derechos humanos; 

XVI Bis. La observancia del seguimiento, evaluación y monitoreo, en materia de igualdad entre mujeres y 
hombres; 

XVII. Las demás que le otorguen la presente ley y otros ordenamientos legales. 



6 

 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Dado en el salón legislativo de San Lázaro, a 2 de octubre de 2012.— Diputado Ricardo Monreal Ávila 
(rúbrica).» 

El Presidente diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra: Tomamos nota. Pero de la iniciativa ni 
hablamos. Bueno, la turnamos a la Comisión de Derechos Humanos, para su dictamen. 
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DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, CON PROYECTO DE DECRETO QUE 
REFORMA LA FRACCIÓN XII DEL ARTÍCULO 6O. DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS 

 
 
Honorable Asamblea:  

La Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados de la LXII Legislatura, con fundamento en los 
artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e), f) y g), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados 
Unidos Mexicanos; 69, numeral 2, 80, numeral 1, fracción I, 81, numeral 1, 157, numeral 1, fracción I, 158 
numeral 1, fracción IV y demás relativos del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a su 
consideración el presente 

Dictamen 

I. Antecedentes  

1. El 2 de octubre de 2012, el diputado Ricardo Monreal Ávila del Grupo Parlamentario Movimiento 
Ciudadano, presentó iniciativa con proyecto de decreto que modifica y adiciona el artículo 6o de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

2. En esa misma fecha, la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, turnó dicha iniciativa a la Comisión de 
Derechos Humanos para su dictamen. 

II. Contenido de la iniciativa  

En su iniciativa, el diputado Ricardo Monreal Ávila sostiene que el sistema penitenciario mexicano ha 
fracasado; que planes y programas de diferentes gobiernos federales y locales se han visto frustrados por la 
corrupción, la improvisación y la falta de continuidad. Precisa que no readapta, no capacita para el trabajo, no 
educa, no dignifica a la persona, no logra la reparación de daños causados a las víctimas, ni a la sociedad, 
por lo que representa un gran costo social, ya que los penales se convierten en universidades del crimen y 
son generadores de una violencia incontenible. 

Asimismo, señala que la sobrepoblación en las cárceles aniquila las posibilidades de rehabilitación para 
quienes se encuentran en ellas; el exceso de población penitenciaria en México supera 56 mil espacios; 28 
cárceles concentran 50% de los reos, y cuatro de las cinco prisiones de máxima seguridad están a su máxima 
capacidad. El Estado mexicano alberga alrededor de 220 mil presos en sus 451 reclusorios y gasta un 
promedio de 29 millones de pesos diarios para su manutención. 

De igual forma sostiene que la mayor parte de los reclusorios presentan graves problemas estructurales, al no 
reunir las condiciones establecidas en el artículo 18 constitucional, respecto a las cuales se debe organizar el 
sistema penitenciario nacional y que son el trabajo, la capacitación laboral y la educación. 

Por otra parte, indica que el subsecretario del Sistema Penitenciario Federal, Patricio Patiño Arias, informó 
que de diciembre de 2006 a agosto de 2012, se han fugado 937 reos de cárceles municipales y estatales, de 
los cuales 65% estaban acusados de delitos del fuero común. 
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En el mismo orden de ideas, señala cifras dadas a conocer por el diario Reforma sobre asesinatos al interior 
de los centros penitenciarios, en donde destaca que en 2007 hubo 14 asesinados; en 2008, 66; en 2009, 51; 
en 2010, 78, y en 2011, 39. 

De acuerdo con el diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria 2011, de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos (CNDH), de 2010 a la fecha de presentación de la propia iniciativa se registraron 14 
fugas, con un saldo de 521 presos evadidos; 75 riñas en las que murieron 352 internos y fueron heridos 45, y 
dos motines que causaron dos decesos y 32 lesionados. Añade que de acuerdo con dicho diagnóstico, 60% 
de las cárceles en México son controladas por gente del crimen organizado, es decir, que se ha instaurado un 
autogobierno de los reos debido a la falta de custodios en los penales. 

También, el iniciante indica que, de acuerdo con la Liga Mexicana por la Defensa de los Derechos Humanos, 
en México no existe un diagnóstico desde 1995 de la situación en los centros penitenciarios del país. 

Agrega que la Comisión Nacional de Derechos Humanos, a través del Diagnóstico Nacional de Supervisión 
Penitenciaria, señala que en la mayor parte de los reclusorios se continúan presentando graves problemas 
estructurales, al no reunir las condiciones establecidas en el artículo 18 constitucional, respecto a las cuales 
se debe organizar el sistema penitenciario nacional, y que son el trabajo, la capacitación laboral y la 
educación. 

De acuerdo con el iniciante Estas deficiencias ocasionan violaciones sistemáticas a los derechos humanos de 
los internos y, en consecuencia, que no se cumpla con el propósito de las penas y medidas privativas de 
libertad, que es proteger a la sociedad contra el crimen, por no lograr la readaptación del sentenciado. 

Señala también que el gobierno federal cuenta con información de los Centros Federales de Prevención y 
Readaptación, pero no hay estadísticas confiables de lo que pasa en las cárceles estatales y municipales. 

Por el contrario, la situación del sistema penitenciario a cargo de esta dependencia continuamente ha sido 
motivo de preocupación en los informes que presentan las distintas comisiones de derechos humanos. 
Recalcitrantemente, aparecen datos en sus informes, que señalan que las violaciones de los derechos 
humanos de las personas privadas de su libertad tienen el carácter de sistemáticas. 

En tales condiciones, el promovente señala que se hace necesaria la participación activa de la Comisión 
Nacional de los Derechos Humanos, no solo por lo que ve al desarrollo de inspecciones y visitas o a la 
elaboración de informes o recomendaciones, sino que se requiere de dotarle de mayores facultades para 
contribuir a un escenario de mayor respecto y protección de los derechos humanos de los internos. 

De igual forma continúa el promovente señalando que el cumplimiento de las penas privativas de libertad 
debe estar orientado a la reeducación y a la reinserción social porque se debe considerar que las personas 
condenadas a penas privativas de libertad no son seres eliminados de la sociedad –como desde algunas 
orientaciones ideológicas se mantiene–, sino que son personas que deben continuar formando parte de ésta y 
agrega que, en ese mismo dispositivo constitucional de manera diáfana se hace mención a que el sistema de 
readaptación y reinserción social debe orientarse, diseñarse y conducirse sobre la base del respeto a los 
derechos humanos que debe ser la piedra angular de nuestro sistema penitenciario, pues esto es una 
condición sine qua non para procurar una verdadera política de readaptación o de reinserción social. 

En ese contexto, considera el iniciante que resulta indispensable la intervención de la Comisión Nacional de 
Derechos Humanos en el desarrollo de políticas públicas sobre el sistema penitenciario, por lo que propone 
adicionar dos fracciones al artículo 6º de la ley que regula a ese organismo, para que éste elabore un 
diagnóstico nacional anual sobre la situación que guardan los centros penitenciarios del país, incluyendo 
datos estadísticos, y para que colabore con la Subsecretaría de Sistema Penitenciario de la Secretaría de 
Seguridad Pública Federal en la elaboración de políticas públicas en materia penitenciaria, de manera que se 
garantice la protección de los derechos humanos de los presos. 
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III. Consideraciones de la comisión  

1. Sobre el Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria que elabora la CNDH  

Para el análisis de la iniciativa que se dictamina, es menester considerar que la CNDH ya realiza anualmente 
un Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria, a través del cual, mediante visitas a los centros de 
reinserción, conoce sobre las condiciones en que son respetados o no los derechos humanos dentro del 
sistema penitenciario del país. Para ello, aplica una escala de medición sobre el grado en que cada uno de los 
derechos de los internos se garantiza o no. 

Dicho diagnóstico, a lo largo de los años, se ha convertido en una herramienta que refleja la situación que 
prevalece en el sistema penitenciario nacional. Además, en el propio documento se señala que el mismo se 
pone al alcance de las autoridades penitenciarias, académicas e investigadores en la materia. 

2. Sobre la institucionalización del diagnostico  

Los integrantes de la Comisión estiman que el diagnóstico que actualmente elabora la CNDH, así como 
aquellos que realizan los organismos estatales protectores de los Derechos Humanos a los sistemas 
penitenciarios, son importantes herramientas de evaluación en la materia. Por lo que, considerando que su 
formulación no es obligatoria, se coincide con el proponente en el sentido de conferir a la CNDH la atribución 
y, por ende, obligación, de elaborar diagnósticos al sistema penitenciario incluyendo nuevos apartados tales 
como uno referente a datos estadísticos, de manera que la institucionalización de la elaboración de ese 
diagnóstico asegure contar con una herramienta que apoye el diseño e implementación de políticas públicas, 
así como que oriente estudios y análisis sobre el funcionamiento del sistema penitenciario en el País. 

Aunado a lo anterior, se estima que con la aprobación de la propuesta del diputado Monreal Ávila, no 
impactarán significativamente los recursos presupuestales asignados a la CNDH, toda vez que ésta viene ya 
efectuándolo de manera que se aprovechará el conocimiento y experiencia que los recursos humanos de la 
CNDH pueden aportar al diseño de la política penitenciaria de nuestro país. 

3. Sobre el respeto y garantía de los derechos humanos de quienes se encuentran internados en los 
centros de reinserción social  

Los integrantes de la Comisión de Derechos Humanos de esta representación coinciden con el diputado 
Monreal Ávila en que el Ejecutivo Federal debe observar estrictamente lo establecido en nuestra Carta Magna 
y, en las leyes reglamentarias en lo relativo a la protección y respeto de los derechos humanos dentro del 
sistema penitenciario del país incluyendo, sin duda, lo establecido por los diversos instrumentos 
internacionales celebrados por nuestro país en la materia. 

Ahora bien, considerando aspectos de técnica legislativa, se estima que, en su esencia, los textos propuestos 
(supuestos), por el diputado iniciante para las fracciones VIII y IX que propone adicionar vendrían a reforzar el 
texto de la fracción XII vigente que determina que: 

Artículo 6o. La Comisión Nacional tendrá las siguientes atribuciones: 

I. a XI. ... 

XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema penitenciario y de readaptación social del 
país; 

XIII a XVI. ... 

De manera que esa fracción VIII se complemente. Sin embargo, es importante mencionar que, respecto al 
carácter vinculante que propone el iniciante debe tener el diagnóstico, se estima improcedente determinarlo 
así, toda vez que, por su naturaleza jurídica, las resoluciones que emite la CNDH no son vinculantes, de 
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manera que los estudios y evaluaciones que ésta realizase, en consecuencia, deberán reflejar también esa 
naturaleza. 

Aunado a lo anterior y considerando que la estructura orgánica de la administración pública federal no 
permanece estática y sí por el contario, es dinámica y se modifica de acuerdo a la organización que mejor le 
acomode para atender sus responsabilidades, se estima conveniente señalar en términos amplios que el 
diagnóstico que elabore la CNDH se hará del conocimiento de la instancia federal competente en la materia. 

Lo anterior se respalda si se considera que recientemente se modificó sustancialmente la estructura de la 
administración pública federal (reforma a la Ley Orgánica publicada el 2 de enero del 2013 en el Diario Oficial 
de la Federación) al desaparecer las Secretarías de Seguridad Pública y de la Función Pública, 
transfiriéndose a la Secretaría de Gobernación las tareas en materia de seguridad pública, de Policía Federal, 
así como las del sistema penitenciario federal y prevención del delito. 

En este sentido, aún cuando efectivamente, a la Subsecretaría del Sistema Penitenciario corresponde el 
diseño de la política penitenciaria nacional, así como los programas y acciones que deriven de ésta, con las 
mencionadas reformas dicha Subsecretaría queda adscrita a la Comisión Nacional de Seguridad, dependiente 
de la Secretaría de Gobernación por lo que se propone hacer la modificación procedente en la propuesta del 
diputado Ricardo Monreal. No obstante, esta dictaminadora considera que la propuesta presentada puede ser 
objeto de una mejora en cuanto a su redacción. 

En lo que respecta al párrafo primero de la fracción XII del artículo 6º, el iniciante plantea la siguiente 
redacción: 

“XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema de reinserción social del país señalando, 
en un diagnóstico anual la situación que éstos guarden.”  

La Comisión de Derechos Humanos plantea una propuesta de modificación que no afecta el sentido de lo 
planteado y que sería la siguiente: 

“XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema de reinserción social del país mediante la 
elaboración de un diagnóstico anual sobre la situación que éstos guarden.”  

Asimismo, esta dictaminadora considera conveniente realizar modificaciones al párrafo segundo y tercero de 
la fracción XII del artículo 6º, el iniciante propone el siguiente texto: 

“En dicho diagnóstico deberán incluirse, además de las evaluaciones que la Comisión pondere, datos 
estadísticos sobre el número, las causas y efectos de los homicidios, así como de las riñas, motines, 
desordenes, abusos y quejas documentadas que sucedan en las prisiones federales y locales.  

El diagnóstico se hará del conocimiento de la dependencia federal competente en la materia para que 
ésta elabore, considerando las opiniones de la Comisión, las políticas públicas tendientes a garantizar 
el respeto de los derechos humanos de los internos.”  

Como se ha expresado con antelación, compartimos a plenitud el espíritu que guía la iniciativa sujeta a 
dictamen y, por eso mismo, consideramos que puede ampliarse la protección de los derechos tutelados bajo 
esta figura (la del diagnóstico). Por ende, proponemos que no sólo se limite a documentar lo ocurrido en las 
prisiones federales y locales, sino que incluso sean contemplados también los centros de detención y 
retención federales y locales. Por ello, se considera también que el diagnóstico que se haga sea no sólo de la 
dependencia federal competente sino incluso de la local cuando corresponda el caso. La propuesta de 
redacción que consideramos es la siguiente: 

“En dicho diagnóstico deberán incluirse, además de las evaluaciones que la Comisión pondere, datos 
estadísticos sobre el número, las causas y efectos de los homicidios, así como de las riñas, motines, 
desordenes, abusos y quejas documentadas que sucedan en las prisiones, centros de detención y 
retención federales y locales.  
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El diagnóstico se hará del conocimiento de las dependencias federales y locales competentes en la 
materia para que éstas elaboren, considerando las opiniones de la Comisión, las políticas públicas 
tendientes a garantizar el respeto de los derechos humanos de los internos.”  

Por lo anteriormente expuesto, esta Comisión de Derechos Humanos somete a la consideración de la 
Honorable Asamblea de la Cámara de Diputados el siguiente proyecto de 

Decreto que reforma la fracción XII del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos  

Artículo Único. Se reforma la fracción XII del artículo 6o de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, para quedar como sigue: 

Artículo 6o. ...  

I. a XI. ... 

XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema de reinserción social del país mediante la 
elaboración de un diagnóstico anual sobre la situación que éstos guarden.  

En dicho diagnóstico deberán incluirse, además de las evaluaciones que la Comisión pondere, datos 
estadísticos sobre el número, las causas y efectos de los homicidios, así como de las riñas, motines, 
desordenes, abusos y quejas documentadas que sucedan en las prisiones, centros de detención y 
retención federales y locales.  

El diagnóstico se hará del conocimiento de las dependencias federales y locales competentes en la 
materia para que éstas elaboren, considerando las opiniones de la Comisión, las políticas públicas 
tendientes a garantizar el respeto de los derechos humanos de los internos.  

XIII. a XVI. ... 

Transitorio 

Artículo Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 
de la Federación. 

Dado en el salón legislativo de San Lázaro, a 5 de marzo de 2013. 

La Comisión de Derechos Humanos, diputados: Miriam Cárdenas Cantú (rúbrica), presidenta; Rodimiro 

Barrera Estrada (rúbrica), María Esther Garza Moreno (rúbrica), Gabriel Gómez Michel (rúbrica), Carlos 
Fernando Angulo Parra (rúbrica), Verónica Sada Pérez, María de Lourdes Amaya Reyes (rúbrica), Margarita 
Elena Tapia Fonllem (rúbrica), Martha Edith Vital Vera (rúbrica), José Francisco Coronato Rodríguez (rúbrica), 
Loretta Ortiz Ahlf (rúbrica), René Ricardo Fujiwara Montelongo, secretarios; Juan Jesús Aquino Calvo, Carlos 
Humberto Castaños Valenzuela (rúbrica), Francisco Javier Fernández Clamont (rúbrica), María del Rocío 
García Olmedo (rúbrica), María de Jesús Huerta Rea (rúbrica), María Teresa Jiménez Esquivel (rúbrica), 
Roxana Luna Porquillo, Roberto López Suárez, María Angélica Magaña Zepeda (rúbrica), María Guadalupe 
Mondragón González, José Luis Muñoz Soria, Arturo Escobar y Vega, Vicario Portillo Martínez, Elvia María 
Pérez Escalante (rúbrica), Cristina Ruiz Sandoval (rúbrica).» 
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14-03-2013 
Cámara de Diputados. 
DICTAMEN de la Comisión de Derechos Humanos, con proyecto de decreto que reforma la fracción XII del 

artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
Aprobado en lo general y en lo particular, por 396 votos en pro, 0 en contra y 0 abstenciones. 

Se turnó a la Cámara de senadores para sus efectos constitucionales. 
Diario de los Debates, 14 de marzo de 2013. 
Discusión y votación, 14 de marzo de 2013. 

 
 
 
DISCUSIÓN DEL DICTAMEN DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, CON PROYECTO DE 
DECRETO QUE REFORMA LA FRACCIÓN XII DEL ARTÍCULO 6O. DE LA LEY DE LA COMISIÓN 
NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 

 
 
La Presidenta diputada Aleida Alavez Ruiz: El siguiente punto es la discusión del dictamen con proyecto de 

decreto que reforma la fracción XII del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, ya fundamentado por la diputada Roxana. 

Para hablar sobre este dictamen tiene la palabra el diputado Francisco Coronato Rodríguez, hasta por cinco 
minutos. 

El diputado José Francisco Coronato Rodríguez: Con su permiso, presidenta. Compañeras y compañeros 

diputados, el dictamen que hoy se somete a discusión tiene como fin institucionalizar y tecnificar una práctica 
anual llevada a cabo por la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, como lo es el diagnóstico nacional 
de supervisión penitenciaria, a través del cual se trata de dar a conocer las condiciones en que son 
respetados o no los derechos humanos dentro del sistema penitenciario del país. 

Asimismo se pretende instar a las autoridades competentes encargadas del sistema penitenciario, tanto en el 
orden federal como local, para que tomen en cuenta las opiniones y el diagnóstico llevado a cabo por la 
CNDH al momento de elaborar las políticas públicas y adoptar las medidas tendientes a garantizar los 
derechos humanos de los internos, a fin de garantizar una verdadera reinserción social. 

Lo anterior no es un tema menor, ya que como bien se explica en el cuerpo del dictamen, los centros de 
internamiento o de reinserción social en México constituyen uno de los principales nichos de ingobernabilidad, 
de salvajismo, autoritarismo, corrupción, disolución, de abuso de autoridad y violación sistemática de los 
derechos humanos de las personas privadas de su libertad y de sus familias, que las más de la veces generan 
rencor en lugar de sanación para los internos. 

Aquellos que son condenados por la comisión de un delito que amerite pena privativa de libertad, son 
sometidos a un tratamiento institucional en alguno de los 429 centros penitenciarios que existen. Dicho 
tratamiento tiene la finalidad de lograr la reinserción social del individuo, concepto que según la Organización 
de las Naciones Unidas es el proceso por el cual las personas en rehabilitación y rehabilitadas inician o 
retoman actividades de estudio, trabajo, recreación, construcción de redes de relaciones familiares y otras 
para su desarrollo personal y social, en condiciones de seguridad y respeto pleno a sus derechos, objetivo 
que se encuentra en las antípodas de lo que está sucediendo o se está reproduciendo en prácticamente todo 
el sistema penitenciario de nuestro país. 

Es indispensable e impostergable lograr dicho objetivo, pues es la garantía que tiene la sociedad de que 
aquellos individuos privados de su libertad alcancen su verdadera reinserción y no vuelvan a violentar 
derechos humanos. 

Consciente de lo anterior, en forma responsable y consciente la fracción legislativa de Movimiento Ciudadano 
votará a favor de este dictamen, presidenta. Muchas gracias. 

La Presidenta diputada Aleida Alavez Ruiz: Gracias, diputado. Al no haber más registro de oradores, se 

pide a la Secretaría abra el sistema electrónico, por cinco minutos, para proceder a la votación en lo general y 
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en lo particular de este tercer dictamen de la Comisión de Derechos Humanos sobre reformas a la fracción XII 
del artículo 6o. 

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún: Háganse los avisos a que se refiere el artículo 144, 

numeral 2 del Reglamento de la Cámara de Diputados. Ábrase el sistema electrónico, por cinco minutos, para 
proceder a la votación en lo general y en lo particular. 

(Votación) 

Ciérrese el sistema de votación electrónico. De viva voz. 

El diputado Francisco Agustín Arroyo Vieyra (desde la curul): A favor. 

El Secretario diputado Fernando Bribiesca Sahagún: Señora presidenta, se emitieron 396 votos a favor, 0 
abstenciones, 0 en contra. 

La Presidenta diputada Aleida Alavez Ruiz: Aprobado en lo general y en lo particular por 396 votos el 
proyecto de decreto que reforma la fracción XII del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de 
los Derechos Humanos. Pasa al Senado, para sus efectos constitucionales. 



- La C. Secretaria Palafox Gutiérrez: Asimismo, la Colegisladora remitió los siguientes proyectos 
de Decreto: 

 

Una minuta proyecto de Decreto por el que se reforma la fracción XII del artículo 6o. de la Ley de la 
Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 

 

 



 



 



DECRETO QUE REFORMA LA FRACCION XII DEL ARTICULO 6o. DE LA LEY DE LA 

COMISION NACIONAL DE LOS DERECHOS HUMANOS 
 

 

 











































 



 



(Intervención del C. Senador Angel Benjamín Robles Montoya) 

 
“Compañeras Senadoras, compañeros Senadores: 

 
Estoy convencido, seguramente al igual que muchos de ustedes, que el tema del sistema penitenciario 

nacional es un foco rojo sobre el que urge que comencemos a trabajar. 

 
Recordarán ustedes que la reforma constitucional de 2008 sustituyó el concepto “readaptación social” por 

el de “reinserción social”, sin embargo hasta ahora los hechos nos muestran que la sustitución fue meramente 

conceptual porque en los hechos, los centros penitenciarios no son solamente escuelas del crimen, sino 

auténticas tierras sin ley en las que prevalece la corrupción, la violencia y los autogobiernos. 

 
Apenas en septiembre del año pasado, el Presidente de la CNDH señaló que el 60% de las prisiones del 

país tienen un autogobierno y que grupos de la delincuencia organizada se han apoderado del control de 

cárceles estatales y municipales.  

 
Señaló también que prácticamente todas las prisiones del país presentan problemas, incluidas las federales. 

 
Pero el autogobierno no es el único gran problema que presentan los centros penitenciarios, los datos del 

Diagnóstico Nacional de Supervisión Penitenciaria son claros y contundentes: hacinamiento, carencia de 

personal médico, carencia de procedimientos para la prevención y atención de incidentes violentos, falta de 

registros de casos de tortura y maltratos, malas condiciones de higiene en áreas de dormitorios, cocinas y 

comedores, son sólo algunos ejemplos de lo que podemos encontrar en cualquier centro penitenciario del país.  

 
Como pueden ver se trata de un problema tan grave como desatendido, y en un contexto semejante resulta 

extraordinariamente valioso un ejercicio como el que la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y otros 

organismos públicos de derechos humanos han venido realizando con la elaboración del Diagnóstico Nacional 

de Supervisión Penitenciaria, que nos muestra y nos recuerda la magnitud de un problema que ojalá pronto 

comencemos a atender. 

 
Me parece positivo que la elaboración de este diagnóstico sea una obligación establecida expresamente en 

la Ley de la CNDH, pero creo que lo más importante de este dictamen es la generación de efectos a partir del 

diagnóstico; que sus datos sean tomados en cuenta para la elaboración de políticas públicas encaminadas a 

garantizar los derechos humanos de las personas privadas de su libertad.  

 
Por ello el voto del grupo parlamentario del PRD será a favor del dictamen y no quisiera concluir sin antes 

recordar que entre los pendientes de esta Legislatura se encuentra la elaboración del dictamen de una 

iniciativa de Ley General para la Protección de los Derechos Humanos en la Ejecución de Sanciones y 

Medidas Penales. 

 
Ojalá esta Legislatura siga por el mismo camino cuando llegue el momento de legislar sobre el tema 

penitenciario 

 
Muchas gracias." 

 
Debido a que este dictamen se encuentra publicado en la Gaceta del Senado de este día, solicito a la 

Secretaría que consulte a la Asamblea, en votación económica, si se omite su lectura. 

- La C. Secretaria Mendoza Mendoza: Consulto a la Asamblea, en votación económica, si se omite la 

lectura del dictamen. Quienes estén porque se omita, favor de levantar la mano. 

 



(La Asamblea asiente) 

 
Quienes estén porque no se omita, favor de levantar la mano.  

 
(La Asamblea no asiente) 

 
Sí se omite la lectura, señor Presidente. 

 
- El C. Presidente Aispuro Torres: Gracias, señora Secretaria. Informo a la Asamblea que el dictamen 

que nos ocupa consta de un solo artículo, por lo que está a discusión en lo general y en lo particular en un solo 

acto. 

 
Se abre el registro de oradores. Se ha inscrito oportunamente la Senadora Mariana Gómez del Campo e 

inscribimos a la Senadora Angélica de la Peña, presidenta de la comisión.  

 
Se le concede, en primer término, el uso de la palabra a la Senadora Mariana Gómez del Campo. 

 
- La C. Senadora Mariana Gómez del Campo Gurza: Con su venia, señor Presidente. 

 
Quiero hacer uso de la tribuna para hacer algunas observaciones sobre este dictamen que se discutió en 

Comisiones Unidas de Derechos Humanos; y de Estudios Legislativos. 

 
En primer lugar, destacar la relevancia de contar con un diagnóstico que refleje la situación que guarda el 

sistema penitenciario mexicano. 

 
Esta información, lo que va a permitir es que año con año se evalúe el funcionamiento y las acciones 

emprendidas por parte de las autoridades, no nada más en el ámbito federal, sino que también en el ámbito 

local. 

 
Coincidimos además con la perspectiva que tiene la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en que 

esta evaluación debe contribuir a la protección, observancia, promoción, estudio, divulgación y respeto 

irrestricto a los derechos humanos dentro del sistema penitenciario. 

 
Este diagnóstico, lo que va a aportar, además de datos estadísticos, que hoy no se encuentran 

homogeneizados, va a aportar información muy valiosa para conocer la incidencia de los casos de homicidios, 

riñas, desórdenes, abusos y quejas que acontezcan en los centros de reclusión.  

 
No podemos seguir contando simplemente con la información que se sube a las redes sociales por los 

mismos reclusos y terminamos enterándonos de mucho de lo que pasa no nada más en las cárceles del Distrito 

Federal, sino de todo el país por testimonios de los que ahí se encuentran y demás con el riesgo de poder 

perder la vida. 

 
Ahora bien, el Apartado B del artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

faculta al Congreso de la Unión y a las legislaturas de los estados para que en el ámbito de sus respectivas 

competencias, establezcan organismos especializados para atender quejas en contra de actos u omisiones de 

naturaleza administrativa, violatorios de derechos humanos, por parte de cualquier autoridad o servidor 

público, con excepción de los del Poder Judicial de la Federación, así como para formular recomendaciones 

públicas, autónomas, no vinculatorias y denuncias y quejas ante las autoridades correspondientes. 

 



En dicho artículo se establece como ámbito de competencia de los poderes legislativos, establecer 

organismos especializados que conozcan, atiendan y den seguimiento en materia de violación a los derechos 

humanos por parte de cualquier autoridad o servidor público. 

 
Sin embargo, la reforma plantea que este diagnóstico únicamente se haga de las dependencias federales y 

locales competentes en la materia. 

 
Ya en el debate que tuvimos en el seno de la comisión, tanto la Senadora Adriana Dávila Fernández como 

la Senadora Rosa Adriana Díaz Lizama, y la de la voz, consideramos que esta reforma se encuentra 

inacabada. 

 
Es preciso también que tanto los órganos legislativos locales, como los órganos legislativos federales, 

conozcan de este informe para que derivado del mismo se puedan tomar acciones legislativas. 

 
Es oportuno que estén informados de la situación que guardan las cárceles de nuestro país en los 

congresos locales y por supuesto también el Congreso de la Unión, para tomar acciones muy determinantes en 

materia legislativa y promover, proteger, vigilar y defender los derechos humanos en los centros de 

reinserción social. 

 
Este es un avance, Senadoras y Senadores, pero hay todavía mucho por hacer, además de este diagnóstico. 

 
Es cuanto, señor Presidente. 

 
- El C. Presidente Aispuro Torres: Gracias, Senadora Mariana Gómez del Campo. 

 
Se le concede el uso de la palabra a la Senadora Angélica de la Peña, para el mismo asunto, desde su 

escaño. 

 
- La C. Senadora Angélica de la Peña Gómez: (Desde su escaño) Gracias, señor           Presidente. 

 
Bueno, creo que por el tiempo tenemos que reducir, tomando en consideración de que es la última sesión y 

de que tenemos compromisos ya contraídos como Senado, es importante señalar que apoyamos la 

intervención de la Senadora Mariana Gómez del Campo y refrendar nuestro compromiso signado en la sesión 

de la minuta a la que hicimos referencia, que vamos a votar enseguida, respecto de que vamos a seguir el 

proceso de perfeccionamiento de la ley. De tal forma que las inquietudes planteadas por las señoras 

Senadoras, efectivamente sean tomadas en consideración. 

 
Yo quiero llamar la atención de que estamos frente a una minuta de la Cámara de Diputados, de nuestra 

Colegisladora y en particular de la Comisión de Derechos Humanos. De tal forma que acordamos apoyarla en 

sus términos para que entre en vigor. 

 
Bueno, eso es en cuanto a este dictamen. 

Quiero además anticipar que los siguientes tres dictámenes que también son competencia de la Comisión 

de Derechos Humanos, me permito inscribir mi intervención por escrito para que sea inscrita en el Diario de 

Debates, de tal forma que en consideración a los tiempos de las señoras y señores Senadores, pasemos 

rápidamente a los otros asuntos que tenemos en cartera. 
 

Muchas gracias. 
 



 







 



- El C. Presidente Aispuro Torres: Gracias Senadora Angélica de la Peña. 
 

Tomamos nota de su propuesta, indudablemente se tomarán en cuenta sus participaciones que se está 

entregando por escrito y quedará así asentado en el Diario de los Debates. 
 

No habiendo ya más oradores sobre este tema, háganse los avisos a que se refiere el artículo 58 de nuestro 

Reglamento para informar del resultado de la votación. Abrase el sistema electrónico de votación por tres 

minutos para informar de la votación nominal de las Senadoras y Senadores. 
 

 





 
 

- La C. Secretaria Barrera Tapia: Señor Presidente, conforme al sistema electrónico de votación, tenemos un 

total de 99 votos a favor. 
 

- El C. Presidente Aispuro Torres: Gracias, señora Secretaria. En consecuencia, queda aprobado en lo general 

y en lo particular el Decreto que reforma la fracción XII del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos. Se remite al Ejecutivo Federal para los efectos del artículo 72 constitucional.
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DECRETO por el que se reforma la fracción XII del artículo 6o. de la Ley de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Presidencia 
de la República. 

ENRIQUE PEÑA NIETO, Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a sus habitantes sabed: 

Que el Honorable Congreso de la Unión, se ha servido dirigirme el siguiente 

DECRETO 

"EL CONGRESO GENERAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, DECRETA: 

SE REFORMA LA FRACCIÓN XII DEL ARTÍCULO 6o. DE LA LEY DE LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS 

DERECHOS HUMANOS. 

ARTÍCULO ÚNICO.- Se reforma la fracción XII del artículo 6o de la Ley de la Comisión Nacional de los 

Derechos Humanos, para quedar como sigue: 

Artículo 6o.- ... 

I. a XI. ... 

XII. Supervisar el respeto a los derechos humanos en el sistema de reinserción social del país mediante la 

elaboración de un diagnóstico anual sobre la situación que éstos guarden. 
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En dicho diagnóstico deberán incluirse, además de las evaluaciones que la Comisión pondere, datos 

estadísticos sobre el número, las causas y efectos de los homicidios, así como de las riñas, motines, 

desórdenes, abusos y quejas documentadas que sucedan en las prisiones, centros de detención y retención 

federales y locales. 

El diagnóstico se hará del conocimiento de las dependencias federales y locales competentes en la 

materia para que éstas elaboren, considerando las opiniones de la Comisión, las políticas públicas tendientes 

a garantizar el respeto de los derechos humanos de los internos; 

XIII. a XVI. ... 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. 

México, D.F., a 30 de abril de 2013.- Dip. Francisco Arroyo Vieyra, Presidente.- Sen. Ernesto Cordero 

Arroyo, Presidente.- Dip. Magdalena del Socorro Nuñez Monreal, Secretaria.- Sen. María Elena Barrera 

Tapia, Secretaria.- Rúbricas." 

En cumplimiento de lo dispuesto por la fracción I del Artículo 89 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, y para su debida publicación y observancia, expido el presente Decreto en la Residencia 

del Poder Ejecutivo Federal, en la Ciudad de México, Distrito Federal, a cinco de junio de dos mil trece.- 

Enrique Peña Nieto.- Rúbrica.- El Secretario de Gobernación, Miguel Ángel Osorio Chong.- Rúbrica. 
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